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Ciudad de México. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en sesión correspondiente al ------ de -------- de dos mil 

veinticinco, emite la siguiente: 

 

S E N T E N C I A 

 

Mediante la cual se resuelve el recurso de reclamación 43/2024-CA 

derivado de la controversia constitucional 178/2025, interpuesto por 

la ********** contra el auto de catorce de agosto de dos mil veinticinco, 

dictado por la Ministra instructora Loretta Ortiz Ahlf, a través del cual 

se desechó la demanda de la referida controversia. 

 

El problema jurídico a resolver por este Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación consiste en determinar si fue correcto que se 

desechara la controversia constitucional por la Ministra instructora 

Loretta Ortiz Ahlf. 

 

ANTECEDENTES DEL RECURSO 

 

a.  Procedimiento en el que se dictó el acuerdo recurrido. 
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1. Presentación de la demanda de controversia constitucional. Por 

escrito recibido el veintitrés de junio de dos mil veinticinco, en la Oficina 

de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, **********, quien se ostentó como Rector de la 

**********, promovió controversia constitucional en contra de las 

autoridades y por los actos siguientes: 

 

AUTORIDADES DEMANDADAS 

El Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí (en 
adelante, IFSE). 
 
La LXIII Legislatura del Congreso del Estado de San Luis Potosí. 
 
LA NORMA GENERAL, ACTO U OMISIÓN CUYA INVALIDEZ SE 
DEMANDE. 
 
1. La invasión en la esfera de competencia reconocida al Órgano Interno 

de Control de la ********** para la fiscalización de los recursos propios 
autogenerados por dicha institución, facultad reconocida en la Ley 
Orgánica de la Universidad en su artículo 20 en correlación con el diverso 
artículo 135 párrafo segundo de la Constitución Política del Estado de San 
Luis Potosí y el artículo 3o. Constitucional fracción VII, a través de la 
cédula de desahogo final de observaciones correspondiente a la revisión 
de los recursos fiscales e ingresos propios reportados en la cuenta pública 

2023 de la **********, identificada con el número **********,  notificada a 

través  del oficio **********, firmado por el Mtro. Rodrigo Joaquín 

Lecourtois López, Auditor Superior del Estado y la C.P. Martha Patricia 
Torres García, en  su carácter de  Supervisora  del IFSE,  en  el  que,  
pese  a manifestar de forma justificada a los múltiples requerimientos 
formulados por el IFSE, su falta de competencia cómo órgano técnico del 
Congreso del Estado de San Luis Potosí, para fiscalizar dichos recursos, 
el IFSE valoró, como se hace constar en la cédula de desahogo final de 

observaciones, que esta ********** no entregó información respecto a la 

revisión de los recursos fiscales e ingresos propios, presumiendo un 

probable daño o perjuicio a la Hacienda Pública por **********. Acto 

declarativo de que a su juicio considera tener competencia para auditar 
dichos ingresos autogenerados como se expondrá en el apartado 
correspondiente. 
 

• 2. La invasión de competencia reconocida a la Auditoría Superior de 
la Federación como órgano técnico de fiscalización superior de la Cámara 
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de Diputados del Congreso de la Unión, facultad 
reconocida en el artículo 75, fracción I, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a través de la 
publicación del Programa Anual de Auditorías y la 

notificación y entrega del Informe Individual de Auditoría de la Cuenta 

Pública 2023, identificada con el número de ********** , en el que se 

manifiesta que la fiscalización a realizar a la UASLP también versa sobre 
los recursos fiscalizados por la Auditoría Superior de la Federación, así 
como los múltiples requerimientos de información respecto al Programa 
Anual de Obra Pública y Proyectos de Inversión, así como  la relación de 
contratos adjudicados de Obra Pública adjudicados durante el ejercicio 
2023, que esta Universidad realiza obras con cargo al Fondo de 
Aportaciones Múltiples de naturaleza federal considerándolos dentro del 
universo de fiscalización motivo de la auditoría en comento y sobre la que 
esta institución manifestó la causa legal justificada que le imposibilitaba 
atender el requerimiento formulado. Acto declarativo de que a su juicio 
considera tener competencia para auditar dichos ingresos como se 
expondrá en el apartado correspondiente. 
Los actos reclamados se encuentran publicados en la página del Instituto 
de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí, antes Auditoría 
Superior del Estado (en adelante IFSE y ASE respectivamente), en el 

apartado de **********, así como el respectivo Programa Anual de 

Auditorías 2023, en el apartado correspondiente a **********. 

 

2. Radicación y turno de la controversia. Mediante acuerdo de 

veinticuatro de junio de dos mil veinticinco, la entonces Ministra 

Presidenta de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó 

formar y registrar el expediente relativo a la controversia constitucional 

178/2025 y turnó el expediente a la Ministra Loretta Ortiz Ahlf, para 

que instruyera el procedimiento correspondiente, de acuerdo con el 

registro que al efecto se lleva en la Subsecretaría General de Acuerdos 

de este Alto Tribunal. 

 

3. Acuerdo de desechamiento (impugnado). Por auto de catorce de 

agosto de dos mil veinticinco, la Ministra instructora desechó la 

controversia constitucional planteada. En la parte que interesa, el 

acuerdo referido es del contenido siguiente: 
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“Ciudad de México, a catorce de agosto de dos mil veinticinco. 
Vistos el escrito de demanda y los anexos de quien se ostenta como 

Rector de la **********, se acuerda lo siguiente: 

 
La controversia constitucional es promovida en contra del Instituto de 
Fiscalización Superior y del Congreso del Estado, ambos del Estado 
de San Luis Potosí, en la que se impugna: 
(…) 
 
Desechamiento. Ahora bien, del estudio integral de la demanda se 
arriba a la conclusión de que procede desechar la controversia 
constitucional intentada, conforme a las consideraciones que se 
desarrollan a continuación. 
 
En primer término, de acuerdo con lo establecido en el artículo 25 de 
la Ley Reglamentaria de la materia, la Ministra instructora está 
facultada para desechar de plano la demanda de controversia 
constitucional, si advierte que se actualiza un motivo manifiesto e 
indudable de improcedencia. 
 
Así, el Pleno de este Máximo Tribunal ha sostenido que por manifiesto 
debe entenderse todo aquello que se advierte en forma patente y 
absolutamente clara de la simple lectura de la demanda, los escritos 
aclaratorios o de ampliación y, en su caso, de los documentos que se 
anexen a dichas promociones; en tanto que lo indudable se configura 
cuando se tiene la certeza y plena convicción de que la causa de 
improcedencia efectivamente se actualiza en el caso, de manera tal 
que la admisión de la demanda y la substanciación del procedimiento 
no darían lugar a la obtención de una convicción diversa, lo que se 
corrobora con la jurisprudencia de rubro y texto siguiente: 
 
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ALCANCE DE LA 
EXPRESIÓN ‘MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE 
IMPROCEDENCIA’ PARA EL EFECTO DEL DESECHAMIENTO DE 
LA DEMANDA. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 de 
la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Ministro 
instructor podrá desechar de plano la demanda de controversia 
constitucional si encontrare motivo manifiesto e indudable de 
improcedencia. En este contexto, por "manifiesto" debe entenderse lo 
que se advierte en forma patente y absolutamente clara de la lectura 
de la demanda, de los escritos aclaratorios o de ampliación, en su 
caso, y de los documentos que se anexen a tales promociones; 
mientras que lo "indudable" resulta de que se tenga la certeza y plena 
convicción de que la causa de improcedencia de que se trate 
efectivamente se actualiza en el caso concreto, de tal modo que aun 
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cuando se admitiera la demanda y se sustanciara el 
procedimiento, no sería factible obtener una 
convicción diversa. 
 

Al respecto, resulta pertinente precisar que la improcedencia de una 
controversia constitucional puede derivar de alguna disposición de la 
Ley Reglamentaria, lo cual permite considerar no sólo los supuestos 
que de manera específica prevé su artículo 19, sino también los que 
puedan derivar del conjunto de normas que la integran y de las bases 
constitucionales que la rigen; siendo aplicable a este respecto la tesis 
de rubro y texto: 
  
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LA CAUSA DE 
IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 19, FRACCIÓN 
VIII, DE LA LEY REGLAMENTARIA DE LA MATERIA, 
ÚNICAMENTE DEBE RESULTAR DE ALGUNA DISPOSICIÓN DE 
LA PROPIA LEY Y, EN TODO CASO, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Conforme a 
la fracción VIII del artículo 19 de la Ley Reglamentaria de las 
Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución, la improcedencia 
de la controversia constitucional únicamente debe resultar de alguna 
disposición de la propia ley y, en todo caso, de la Norma 
Fundamental, por ser éstas las que delinean su objeto y fines; de ahí 
que la improcedencia no puede derivar de lo previsto en otras leyes, 
pues ello haría nugatoria la naturaleza de ese sistema de control 
constitucional. 
 
Así, de la simple lectura de la demanda y sus anexos, es posible 
advertir que se actualiza la causa de improcedencia prevista en el 
artículo 19, fracción IX, de la Ley Reglamentaria, en relación con el 
artículo 105, fracción I, de la Constitución Federal, toda vez que la 

********** carece de legitimación procesal activa para promover la 

presente controversia constitucional, al no ser una entidad, poder u 
órgano de gobierno reconocido en el artículo 105, fracción I, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual 
establece lo siguiente: 
 
Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, 
en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes: 
I. De las controversias constitucionales que, sobre la 
constitucionalidad de las normas generales, actos u omisiones, con 
excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten 
entre: 
a) La Federación y una entidad federativa; 
b) La Federación y un municipio; 
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c) El Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; aquél y cualquiera 
de las Cámaras de éste o, en su caso, la Comisión Permanente; 
d) Una entidad federativa y otra; 
e) (DEROGADO, D.O.F. 29 DE ENERO DE 2016) 
f) (DEROGADO, D.O.F. 29 DE ENERO DE 2016) 
g) Dos municipios de diversos Estados; 
h) Dos Poderes de una misma entidad federativa; 
i) Un Estado y uno de sus Municipios; 
j) Una Entidad Federativa y un Municipio de otra o una demarcación 
territorial de la Ciudad de México; 
k) Dos órganos constitucionales autónomos de una entidad 
federativa, y entre uno de éstos y el Poder Ejecutivo o el Poder 
Legislativo de esa entidad federativa, y 
l) Dos órganos constitucionales autónomos federales, y entre uno de 
éstos y el Poder Ejecutivo de la Unión o el Congreso de la Unión.  
(…). 
 
De lo anterior se advierte que el artículo 105, fracción I, de la 
Constitución Federal le reconoce legitimación para promover 
controversia constitucional a las entidades, poderes u órganos  
enlistados en sus incisos del a) al l), esto es, podrán ser parte en una 
controversia constitucional, en términos generales, la Federación, las 
entidades federativas (incluida entre ellas la Ciudad de México), el 
Poder Ejecutivo Federal, el Congreso de la Unión, cualquiera de las 
Cámaras de éste, la Comisión Permanente y los poderes de una 
misma entidad federativa, así como los órganos constitucionales 
autónomos. 
 
Ahora bien, contrario a lo que aduce la promovente, en el caso, la 

********** no es un órgano autónomo de los previstos en el inciso k), 
del artículo 105 de la Constitución Federal, sino un órgano 
descentralizado con autonomía especial, pues dicha autoridad cuenta 
con facultades de autoformación y  autogobierno para la prestación 
del servicio que tiene atribuido, sin que esto  implique que se le 
reconozca en la Constitución Federal  la naturaleza de órgano 
constitucional autónomo , como se desprende de la tesis de rubro y 
texto siguientes: 
 
UNIVERSIDADES PÚBLICAS. LA AUTONOMÍA DE LA QUE 
LEGALMENTE PUEDEN SER DOTADAS LES CONFIERE LA 
FACULTAD DE AUTOGOBIERNO. Del artículo 3o., fracción VII, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte 
que las universidades públicas son organismos públicos 
descentralizados con autonomía especial, la cual implica que cuentan 
con facultades de autoformación y autogobierno para lograr mayor 
eficacia en la prestación del servicio que tienen atribuido, fundado en 
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la libertad de enseñanza, sin que ello conlleve a su 
disgregación en la estructura estatal en virtud de que 
se ejerce en un marco de principios y reglas 
predeterminadas por el propio Estado. Por tanto, la 

autonomía de la que legalmente pueden ser dotadas las 
universidades públicas confiere a éstas la facultad de autogobierno 
acotada constitucionalmente, cuyo ejercicio está condicionado a lo 
establecido en las leyes para desarrollar bases que les permita 
cumplir con los fines que tienen encomendados, determinar sus 
planes y programas de estudio, y fijar los términos de ingreso, 
promoción y permanencia de su personal académico, así como la 
forma en que administrarán su patrimonio. 
 
Lo anterior, se corrobora del texto mismo de la Constitución Política 
del Estado de San Luis Potosí, que establece los órganos 
constitucionales autónomos, los cuales se señalaron en apartados 
distintos a aquél que regula la naturaleza y atribuciones de la 
Universidad local.  
 
Por otro lado, no es óbice a lo anterior que los artículos 11 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, 

7 de la Ley Orgánica de la **********, así como 1 del Estatuto 

Orgánico de la **********, establecen:  

 

Artículo 11. La ********** es autónoma en todo lo que respecta a su 

régimen interior. Realizará sus fines de educar, investigar y difundir la 
cultura con base en la libertad de cátedra e investigación y en el libre 
examen y discusión de las ideas, de conformidad con lo establecido 
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en esta 
Constitución y en su ley orgánica. El Estado, en la medida de sus 
posibilidades presupuestales, la dotará con un subsidio anual. 
[…]. 
 

Artículo 7. La **********, es autónoma y, por lo tanto, es libre en su 
gobierno, organización, funcionamiento y en sus relaciones. Esta 
autonomía debe ser protegida y respetada por las leyes y autoridades 
del Estado, y no podrá restringirse, ni menoscabarse. 
 

Artículo 1. La ********** es una institución pública de educación 

media superior y superior del Estado Libre y Soberano de San Luis 
Potosí, al servicio de la sociedad, con personalidad jurídica y 
patrimonio propios, dotada de autonomía y capacidad para 
administrar y adquirir bienes muebles e inmuebles necesarios para 
realizar su objeto. 
 



RECURSO DE RECLAMACIÓN 43/2025-CA, DERIVADO DE LA 
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 178/2024 

 

8 
 
 

 

Puesto que, de dichos numerales no se desprende que la referida 

********** cuente con las características de un órgano constitucional 
autónomo, como se establece en la tesis de rubro y texto siguientes:  
 
ÓRGANOS CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS. NOTAS 
DISTINTIVAS Y CARACTERÍSTICAS. El Tribunal en Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación respecto de los órganos 
constitucionales autónomos ha sostenido que: 1. Surgen bajo una 
idea de equilibrio constitucional basada en los controles de poder, 
evolucionando así la teoría tradicional de la división de poderes 
dejándose de concebir la organización del Estado derivada de los tres 
tradicionales (Ejecutivo, Legislativo y Judicial) que, sin perder su 
esencia, debe considerarse como una distribución de funciones o 
competencias, haciendo más eficaz el desarrollo de las actividades 
encomendadas al Estado. 2. Se establecieron en los textos 
constitucionales, dotándolos de garantías de actuación e 
independencia en su estructura orgánica para que alcancen los fines 
para los que fueron creados, es decir, para que ejerzan una función 
propia del Estado que por su especialización e importancia social 
requería autonomía de los clásicos poderes del Estado. 3. La 
creación de este tipo de órganos no altera o destruye la teoría 
tradicional de la división de poderes, pues la circunstancia de que los 
referidos órganos guarden autonomía e independencia de los 
poderes primarios, no significa que no formen parte del Estado 
mexicano, pues su misión principal radica en atender necesidades 
torales tanto del Estado como de la sociedad en general, 
conformándose como nuevos organismos que se encuentran a la par 
de los órganos tradicionales. Atento a lo anterior, las características 
esenciales de los órganos constitucionales autónomos son: a) Deben 
estar establecidos directamente por la Constitución Federal; b) Deben 
mantener, con los otros órganos del Estado, relaciones de 
coordinación; c) Deben contar con autonomía e independencia 
funcional y financiera; y d) Deben atender funciones primarias u 
originarias del Estado que requieran ser eficazmente atendidas en 
beneficio de la sociedad. 
 
Conforme a las tesis jurisprudenciales hasta aquí citadas, no se 
deben confundir la autonomía especial de las instituciones 
educativas, para su régimen interior, con el carácter de órgano 
constitucional autónomo, el cual requiere un establecimiento expreso 
en la Constitución, paridad a rango con otros órganos estatales, 
autonomía funcional y financiera y el ejercicio de una función primaria 
del Estado. 
 

Así, la ********** no puede considerarse como un órgano 

constitucional autónomo y, por lo tanto, no cuenta con legitimación 
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para promover el presente medio de control 
constitucional, en términos del artículo 105, fracción 
I, de la Constitución Federal. Por las razones  
expuestas, debe desecharse de plano la presente 

demanda, al ser manifiesto e indudable que el organismo actor 
carece de interés legítimo para promover el presente medio de 
control constitucional, lo que actualiza el supuestos de 
improcedencia previstos en el artículo 19, fracción IX, de la Ley 
Reglamentaria de la materia, en relación con el artículo 105, fracción 
I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo 
que, aun cuando se admitiera ésta y se sustanciara el procedimiento, 
no sería factible llegar a una conclusión diversa, siendo aplicable la 
tesis jurisprudencial de rubro:  
 
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. PROCEDE SU 
DESECHAMIENTO DE PLANO SI LA CAUSAL DE 
IMPROCEDENCIA ESTRIBA EN UNA CUESTIÓN DE DERECHO 
NO DESVIRTUABLE CON LA TRAMITACIÓN DEL JUICIO. Si de la 
sola lectura de la demanda se advierte que existen cuestiones de 
derecho que impiden la procedencia de la controversia constitucional 
y que, por sus propios caracteres, no son desvirtuables con su 
tramitación pues nada de lo que se arguya o pruebe podrá modificar 
o superar esas consecuencias, aquélla debe considerarse 
notoriamente improcedente y, por ende, procede desecharla de 
plano. 
 
Por las razones expuestas, se: 
 
A C U E R D A 
 
ÚNICO. Se desecha de plano, por notoriamente improcedente, la 

controversia constitucional promovida por la **********. 

 
 

b. Trámite del recurso de reclamación 

 

4. Interposición y admisión de este recurso. Inconforme con tal 

acuerdo, por escrito enviado al Sistema Electrónico el nueve de 

septiembre de dos mil veinticinco y recibido en la Oficina de 

Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal, la 

delegada de la ********** interpuso recurso de reclamación; y, por 

acuerdo de Presidencia de esa misma fecha, se radicó bajo el número 
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de expediente 43/2025-CA; se admitió y se turnó a la Ministra Yasmín 

Esquivel Mossa, quien actuará como ponente en esta asunto. 

 

5. Síntesis de agravios. La parte recurrente hace valer, en esencia, lo 

siguiente: 

• La determinación de la Ministra Instructora de desechar por notoriamente 
improcedente la demanda de controversia constitucional propuesta, parte de 
una premisa equivocada, ello al considerar que en el acuerdo inicial la 

********** no es un Órgano Constitucional Autónomo; de ahí que, desde 

su apreciación, no se encuentra legitimada para accionar un medio de control 
constitucional de aquella naturaleza. 
 

• Es importante mencionar que la naturaleza jurídica de la ********** 

reclamante sí es la de un Órgano Constitucional Autónomo al reunir las 
características a que se refirió el pleno del Alto Tribunal en la Jurisprudencia 
P./J.12/2008, ello aun cuando, en el acuerdo combatido, se invocó 
precisamente este criterio jurisprudencial para sostener totalmente lo 
opuesto; no obstante no se observa argumento alguno que justifique el dicho 
de la ministra instructora, caso contrario, en el escrito inicial de demanda sí 

se detalla cómo es que esta ********** reúne todos y cada uno de los 
requisitos que establece la jurisprudencia en cuestión. 
 

• En el caso, no se actualiza un motivo manifiesto e indudable de 
improcedencia, que justifique el desechamiento de la demanda, en virtud a 
que la causal de improcedencia invocada por la Ministra instructora carece 
de los requisitos esenciales para su objetivación hasta este momento, es 
decir, ser indudable y manifiesta, pues así lo determinó el Máximo Tribunal 
en jurisprudencia de carácter obligatorio. 
 

• Refiere que un motivo manifiesto e indudable de improcedencia es aquel que 
no requiere mayor demostración, toda vez que se advierte en forma patente 
y absolutamente clara de la lectura de la demanda, de los escritos 
aclaratorios, de la ampliación a la misma, o bien, de los documentos que se 
anexan a esas promociones; por consiguiente, de no existir la causa de 
improcedencia manifiesta e indudable o tener incertidumbre de su 
actualización, no debe ser desechada la demanda. 
 

• La ministra instructora determinó desechar la demanda intentada por 

considerar que esta ********** no es un órgano constitucional autónomo; 

y, por tanto, no tiene legitimación procesal activa para accionar una 
controversia constitucional, lo cual es incorrecto pues como se puede advertir 

la ********** fue creada como organismo constitucional, de suerte que, tal 

como lo ha señalado este Máximo Órgano Constitucional, respecto a las 
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características que revisten los órganos 
constitucionalmente autónomos, el específico que 
enuncia que éstos sean "establecidos y configurados 
directamente en la Constitución" se encuentra colmado, 

en la medida en que de los antecedentes históricos a la fecha se desprende 

que la ********** es una ********** creada y definida en la Constitución 

Política del Estado de San Luis Potosí, inicialmente en el artículo 100 y ahora 
en el numeral 11 de dicho ordenamiento. 
 

• La ********** no forma parte de la administración pública estatal a cargo 

del Poder Ejecutivo del Estado, pues sus órganos de gobierno no son 
elegidos a propuesta del Gobernador de la Entidad, ni presididos por el titular 
de la dependencia a la que está sectorizado, de tal suerte que la Junta de 

Gobierno o el Consejo Directivo de la ********** no están presididos por el 
Secretario de Educación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por lo 
que no resultaría factible colocar a esta Universidad como organismo 
descentralizado de la administración pública estatal, de considerar lo 

anterior, es decir, de equiparar a la ********** como un órgano 
descentralizado de la administración pública del Estado de San Luis Potosí, 
relega los supuestos legales planteados al efecto de considerar que no es 
así, como lo son la amplia exposición de cómo esta Universidad que cumple 
cien años de autonomía, nació en la Constitución Política del Estado de San 
Luis Potosí, y no a través de una ley, que tan es así que su caso es especial 
que su propia Ley Orgánica es consonante en establecer su naturaleza y no 
encuadrarla dentro de un organismo paraestatal de la administración pública 
del Estado a cargo del Ejecutivo. 
 

• Con todo lo expuesto queda demostrado, que la naturaleza jurídica de la 

**********, es la de un auténtico órgano constitucional autónomo por reunir 
todos y cada uno de los requisitos señalados por el Pleno del Alto Tribunal, 
con lo que se desvirtúa el argumento de la instructora en el sentido de que 
revista la naturaleza de un órgano descentralizado con autonomía especial, 
sin que aquella referida autonomía implique el reconocimiento por la 
Constitución Federal de ser un órgano Constitucional Autónomo. 
 

• De igual forma, resulta importante destacar que en diversos juicios de 

amparo en donde esta ********** ha sido señalada como autoridad 

responsable, diversos Tribunales Colegiados del Noveno Circuito, al conocer 

de los recursos de revisión interpuestos por esta ********** en contra de 

las sentencias que conceden el amparo, bajo el argumento, entre otras 
cosas, de la falta de ministración de los recursos correspondientes a la 

********** por parte de Gobierno del Estado, aquellos planteamientos son 

desestimados por referir que aquel conflicto debiera ser dirimido mediante 
una controversia constitucional, por considerar a esta institución académica 
como un órgano constitucional autónomo. 
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• De lo que se ha hecho mención es con el objetivo de calificar a la ********** 

como un órgano constitucionalmente autónomo a la luz de la jurisprudencia 
que, en ausencia de algún precepto constitucional que regule la existencia 
de los órganos constitucionales autónomos, ha enlistado las características 
mínimas de existencia; encuentra concatenación con la jurisprudencia P./J. 
21/2007. 
 

• Por lo que, al quedar demostrado que la ********** cumple con todos y 
cada uno de los calificativos mínimos para demostrar su naturaleza como 
órgano constitucionalmente autónomo, y la responsabilidad de ese Tribunal 
Pleno de tomar en cuenta que el precepto constitucional del artículo 105 no 
debe interpretarse en un sentido literal o limitativo, el auto admisorio de la 
demanda no resulta el momento procesal oportuno para determinar aquella 
cuestión. 
 

• Por último, que la fiscalización intentada invade la competencia conferida al 

órgano de control interno de la ********** expresamente otorgada en el 

numeral 20 de la Ley Orgánica de la **********. Que dicha invasión de 

competencia, a su vez guarda relación con la autonomía conferida en el 
artículo 3 Constitucional en su fracción VII, toda vez que la autonomía en su 
vertiente de autogobierno, implica, entre otras cosas, facultades de carácter 
ejecutivo y de supervisión, en tanto que se trata de la administración y 
fiscalización de sus recursos autogenerados, reconocidos tanto en las 
competencias concurrentes de la Auditoría Superior de la Federación y del 
ahora Instituto de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí, no 
del examen de su fines como lo son la investigación, la formación, la 
vinculación y la difusión de la cultura. 
 

• Debido que se trata de dos supuestos diferentes, pues lo que refiere la 
Ministra Instructora alude a los fines de la Universidad, y no al alcance de la 
autonomía en su vertiente de autogobierno, que de forma particular permite 
advertir que, en el caso, se trata precisamente de dirimir si el órgano 
fiscalizador del Estado tiene facultades para fiscalizar los ingresos 
autogenerados que no son ingresos federalizados, auditados por la ASF, y 
en los que expresamente tiene facultades, aquellos que el Estado ha 

entregado a la **********, por Ley de Ingresos que ha sido igual a cero, de 

tal suerte que los ingresos que pretende auditar no se desprecien de la Ley 
de Ingresos ni del Presupuesto de Egresos del Estado, sino de ingresos que 

la ********** ha obtenido en calidad de sujeto particular con relación a otros 

y que forman parte de su patrimonio. 

 

6. Publicación del proyecto. De conformidad con los artículos 73, 

párrafo segundo y 184, párrafo primero de la Ley de Amparo, el 

proyecto de sentencia se hizo público, con la misma anticipación que 
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la publicación de listas de los asuntos.  

 

I. COMPETENCIA 

 

7. Este Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente 

para conocer del presente recurso de reclamación, de conformidad con 

lo dispuesto en los artículos 53 de la Ley Reglamentaria de las 

Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos1; 16, fracciones I y XV de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federación2. 

 

II. OPORTUNIDAD 

 

8. El recurso de reclamación se presentó dentro del plazo de cinco días 

previsto en el artículo 523 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I 

 
1 Ley Reglamentaria. 
Artículo 53. El recurso de reclamación se promoverá ante la persona titular de la 
Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien correrá traslado a 
las demás partes para que dentro del plazo de cinco días aleguen lo que a su 
derecho convenga. Transcurrido este último plazo, la persona titular de la 
Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación turnará los autos a una 
ministra o un ministro distinto del instructor o instructora, a fin de que elabore el 
proyecto de resolución que deba someterse al Tribunal Pleno. 
2 Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 
 
Artículo 16. 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá: 
I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se 
refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. La admisión de controversias constitucionales y 
acciones de inconstitucionalidad planteadas respecto de normas generales no dará 
lugar en ningún caso a la suspensión de la norma cuestionada; […] 
XV. Del recurso de reclamación contra las providencias o acuerdos del Presidente 
o la Presidenta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, dictados durante la 
tramitación de los asuntos jurisdiccionales de la competencia del Pleno, con 
excepción del auto que deseche el recurso de revisión en amparo directo; […]” 
3 Ley Reglamentaria. 
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y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

 

9. Lo anterior es así, pues el acuerdo impugnado se notificó a la parte 

reclamante el lunes dieciocho de agosto de dos mil veinticinco, 

actuación que surtió efectos el día hábil siguiente, es decir, el martes 

diecinueve de agosto siguiente, conforme al artículo 6 de la Ley 

Reglamentaria de la materia4. 

 

10. En ese sentido, el plazo de cinco días para interponer el recurso de 

reclamación transcurrió del miércoles veinte al martes veintiséis de 

agosto de dos mil veinticinco, sin contar los días sábado veintitrés y 

domingo veinticuatro por haber sido inhábiles, en términos de los 

artículos 2 y 3, fracción I5, ambos de la Ley Reglamentaria, en relación 

con el diverso 1436 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación. 

 

 

“Artículo 52. El recurso de reclamación deberá interponerse en un plazo de cinco 
días y en él deberán expresarse agravios y acompañarse pruebas.” 
4 Ley Reglamentaria. 
“Artículo 6. Las notificaciones surtirán sus efectos a partir del día siguiente al en 
que hubieren quedado legalmente hechas. (…)” 
5 Ley Reglamentaria. 
“Artículo 2o. Para los efectos de esta ley, se considerarán como hábiles todos los 
días que determine la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.” 
“Artículo 3o. Los plazos se computarán de conformidad con las reglas siguientes: 
I. Comenzarán a correr al día siguiente al en que surta sus efectos la notificación, 
incluyéndose en ellos el día del vencimiento; (…)” 
6 Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 
“Artículo 143. En los órganos del Poder Judicial de la Federación, se considerarán 
como días inhábiles los sábados y domingos, el 1o. de enero, 5 de febrero, 21 de 
marzo, 1o. de mayo, 14 y 16 de septiembre y 20 de noviembre, durante los cuales 
no se practicarán actuaciones judiciales, salvo en los casos expresamente 
consignados en la Ley.” 
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11. Por tanto, si el escrito de reclamación se recibió 

el veintidós de agosto de dos mil veinticinco en la 

Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia 

de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, su presentación resulta 

oportuna. 

 

III. PROCEDENCIA 

 

12. Del análisis integral del escrito por el que se interpuso el presente 

recurso de reclamación, se advierte que el recurrente combate el auto 

por el que se desechó la demanda de la controversia principal. 

 

13. El artículo 51, fracción I7, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y 

II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos establece que el recurso de reclamación en controversia 

constitucional es procedente contra autos que desechen una 

demanda. Por tanto, el recurso intentado actualiza el supuesto previsto 

por la norma reglamentaria, de donde resulta procedente. 

 

IV. LEGITIMACIÓN 

 

14. El escrito de agravios fue interpuesto por parte legitimada, ya que lo 

suscribe **********, abogada general de la ********** recurrente, a quien 

se le reconoció la personalidad dentro de la controversia constitucional 

178/2025, mediante acuerdo de catorce de agosto de dos mil 

veinticinco. 

 
7  Ley Reglamentaria. 
“Artículo 51. El recurso de reclamación procederá en los siguientes casos: 
I. Contra los autos o resoluciones que admitan o desechen una demanda, su 
contestación o sus respectivas ampliaciones; […].” 
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V. ESTUDIO DE FONDO 

 

15. La materia del presente medio de impugnación se ciñe a examinar la 

legalidad del acuerdo que desechó de plano la controversia 

constitucional de origen, de conformidad con la jurisprudencia del 

Tribunal Pleno de rubro: RECLAMACIÓN EN CONTROVERSIAS 

CONSTITUCIONALES Y ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD. 

SU MATERIA CONSISTE EN ANALIZAR LA LEGALIDAD DEL 

ACUERDO RECLAMADO 8.  

 

16. En el acuerdo impugnado, se determinó desechar de plano la 

controversia constitucional, ya que, a juicio de la Ministra instructora, se 

actualiza de forma manifiesta e indudable la causal de improcedencia 

prevista en el artículo 19, fracción IX, de la Ley Reglamentaria, en 

relación con el diverso 105, fracción I, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, toda vez que la ********** carece de 

legitimación, por no ser una entidad, poder u órgano de gobierno de los 

previstos en el precepto constitucional referido. 

 

17. Ahora bien, el Tribunal Pleno ha sustentado que, por “manifiesto”, se 

debe entender todo aquello que se advierte en forma patente y 

absolutamente clara de la simple lectura de la demanda, los escritos 

aclaratorios o de ampliación y, en su caso, de los documentos que se 

anexen a dichas promociones; en tanto que, lo “indudable”, se configura 

cuando se tiene la certeza y plena convicción de que la causa de 

 
8 Jurisprudencia P./J. 10/2007 consultable en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, Mayo de 2007, página 1524, 
registro digital 172406. 
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improcedencia efectivamente se actualiza en el caso, 

de manera tal que, aun cuando se admitiera la 

demanda y se substanciara el procedimiento, no 

sería posible obtener una convicción diversa. Tal criterio se encuentra 

en la tesis P./J. 128/2001, de rubro: CONTROVERSIA 

CONSTITUCIONAL. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN ‘MOTIVO 

MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA’ PARA EL 

EFECTO DEL DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA9. 

 

18. Así, el motivo manifiesto e indudable de improcedencia que dé lugar al 

desechamiento de la demanda se debe apreciar de la simple lectura de 

ésta y de las pruebas que, en su caso, se hubieran adjuntado, ya sea 

porque los hechos en que se apoya hayan sido claramente 

manifestados por el demandante, o bien, porque se encuentren 

probados con elementos de juicio indubitables, de modo tal que se 

tenga la plena certeza de que los actos posteriores del procedimiento, 

como son la contestación de la demanda y la fase probatoria, no serían 

necesarios para configurarla ni tampoco podrían desvirtuar su 

contenido.  

 

19. Al efecto, es aplicable el criterio sustentado por el Tribunal Pleno 

plasmado en la tesis P./J. 9/98, de rubro: CONTROVERSIA 

CONSTITUCIONAL. PARA EL DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA 

SU IMPROCEDENCIA DEBE SER MANIFIESTA E INDUDABLE.10 

 

 
9 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, 
Octubre de 2001, página 803, registro digital: 188643. 
10 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VII, 
Enero de 1998, página 898, registro digital: 196923. 
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20. En el caso, la razón por la cual la Ministra instructora consideró que la 

********** carece de legitimación para promover controversia 

constitucional, consistente en que, si bien el artículo 11 del Estatuto 

Orgánico de la ********** establece que dicha institución educativa es 

autónoma, lo cierto es que aclara que esa característica es respecto de 

su régimen interior, por lo que no es posible incluirla dentro de las 

entidades, poderes u órganos establecidos en la fracción I del artículo 

105 de la Constitución Federal. 

 

21. Consideró que no se deben confundir la autonomía especial de las 

instituciones educativas, para su régimen interior, con el carácter de 

órgano constitucional autónomo, el cual requiere un establecimiento 

expreso en la Constitución, paridad a rango con otros órganos 

estatales, autonomía funcional y financiera y el ejercicio de una función 

primaria del Estado.  

 

22. En ese sentido, consideró que, aun cuando la Universidad solicitante 

señala ser un órgano constitucional autónomo local, lo cierto es que no 

reúne las características de dichos órganos, en términos de la 

jurisprudencia P./J. 20/2007 de rubro: ÓRGÁNOS 

CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS. NOTAS DISTINTIVAS Y 

CARACTERÍSTICAS.11 

 

23. Precisado lo anterior, este Tribunal Pleno determina que los agravios 

señalados en apartados anteriores son infundados. 

 

24. En efecto, la ********** recurrente, en sus dos primeros agravios, no 

plantea que la Ministra instructora  haya violado alguna disposición de 

 

11 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, 
Mayo de 2007, página 1647, Registro digital: 172456. 
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la Ley Reglamentaria al momento de desechar la 

demanda, lo que realmente solicita es que se permita 

discutir si por las características de la **********, 

puede considerarse como un órgano constitucional autónomo para 

estar legitimado en la interposición de la controversia constitucional en 

aras de poder defender sus facultades de autonomía en su vertiente de 

autogobierno. 

 

25. No le asiste la razón, pues fue correcto que la Ministra instructora no le 

reconociera legitimación a la ********** recurrente, pues carece de ésta, 

dado que la ********** no encuadra dentro de alguno de los supuestos 

que el artículo 105, fracción I, de la Constitución Federal prevé como 

sujetos legitimados para promover este tipo de juicios de control 

constitucional. 

 

26. De lo dispuesto en el artículo 1112 de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de San Luis Potosí, 713 de la Ley Orgánica de la 

********** y 1514 del Estatuto Orgánico de la **********, se reconoce que 

la ********** tiene autonomía respecto de su régimen interior; por tanto, 

 

12 Artículo 11. La Universidad de San Luis Potosí es autónoma en todo lo que 
respecta a su régimen interior. Realizará sus fines de educar, investigar y difundir 
la cultura con base en la libertad de cátedra e investigación y en el libre examen y 
discusión de las ideas, de conformidad con lo establecido en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en esta Constitución y en su ley orgánica. El 
Estado, en la medida de sus posibilidades presupuestales, la dotará con un subsidio 
anual. 
13 Artículo 7. La Universidad, es autónoma y, por lo tanto, es libre en su gobierno, 
organización, funcionamiento y en sus relaciones. Esta autonomía debe ser 
protegida y respetada por las leyes y autoridades del Estado, y no podrá 
restringirse, ni menoscabarse. 
14 Artículo 15. La Universidad, es una institución pública educativa y 
descentralizada del Estado de San Luis Potosí, con personalidad jurídica propia y 
capacidad para adquirir y administrar los bienes y fondos que le pertenezcan y 
gozará de plena autonomía en su gobierno interno, en la elección de sus 
autoridades y representantes, designación de sus miembros, organización 
financiera, científica, técnica y docente. 
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libre en su gobierno, organización y funcionamiento; así como que es 

una institución pública educativa y descentralizada del Estado de San 

Luis Potosí.  

 

27. Por lo que, como correctamente lo señaló la Ministra instructora en el 

acuerdo recurrido, aun cuando la ********** recurrente señaló ser un 

órgano constitucional autónomo local, lo cierto es que la normativa que 

la regula no lo establece como tal, sino como un órgano descentralizado 

del Estado, y éstos no están contemplados dentro de las entidades, 

poderes u órganos establecidos en la fracción I del artículo 105 

constitucional. 

 

28. Asimismo, contrario a lo que insistentemente aduce la recurrente, la 

causa de improcedencia sí es manifiesta e indudable, simplemente 

porque, aun cuando se diera trámite a la controversia no se 

modificaría la naturaleza jurídica de la ********** recurrente, por lo 

que, al no ser un órgano constitucional autónomo de los previstos en la 

fracción I del artículo 105 de la Constitución Federal, es evidente la 

improcedencia de la acción, por lo que fue correcto que, desde el auto 

inicial, la Ministra instructora desechara la controversia constitucional 

intentada.  

 

29. Por lo que hace al diverso agravio relativo a que la Ministra 

instructora no analizó correctamente la jurisprudencia P./J. 20/2007 de 

rubro: ÓRGÁNOS CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS. NOTAS 

DISTINTIVAS Y CARACTERÍSTICAS, puesto que la ********** 

recurrente sí cumple con las notas características ahí señaladas, 

también se debe desestimar dicho planteamiento, pues en dicho criterio 

este Tribunal Pleno estableció como una de las notas características 

para los órganos constitucionales autónomos el que: deben estar 
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establecidos directamente por la Constitución 

Federal; lo que en la especie no acontece. 

 

30. Por otro lado, sobre las aseveraciones que vierte la ********** recurrente, 

relativas a que diversos Tribunales Colegiados se han pronunciado a 

que sí es procedente la controversia constitucional, basta decir que lo 

expuesto por dichos órganos no pueden tener el alcance de hacer 

procedente esta controversia ni modificar la naturaleza jurídica de la 

********** recurrente, pues, como se explicó, no  es un órgano 

constitucional autónomo de los previstos en la fracción I del artículo 105 

de la Constitución Federal. 

 

31. Por último, respecto de los alegatos en que la parte recurrente aduce 

que la fiscalización intentada por el Instituto de Fiscalización Superior 

del Estado invade la competencia conferida al Órgano Interno de 

Control de la **********, al guardar relación con la autonomía conferida 

en el artículo 3, fracción VII, de la Constitución Federal, resulta 

infundado, toda vez que, este argumento no está encaminado a 

controvertir la legalidad o ilegalidad del auto recurrido, sino pretende se 

estudie en esta vía, lo que en su momento sería la materia de la 

controversia constitucional.  

 

32. No pasa desapercibido que el artículo 3, fracción VII, constitucional dota 

a las universidades de autonomía para autogobernarse; sin embargo, 

esto no las equipara a órganos constitucionales autónomos, y, en esos 

términos no se puede habilitar la procedencia de la controversia 

constitucional intentada.   

 

33. En esos términos, como ya se señaló, el propio artículo 15 del Estatuto 

Orgánico de la ********** establece que dicha institución educativa es un 
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órgano descentralizado de la administración pública de dicha entidad, 

por lo que no es posible que se pueda considerar un organismo 

constitucional autónomo, solo por la afirmación de que tiene una 

autonomía fundada en el artículo 3, fracción VII, de la Constitución 

Federal. 

 

34. Por lo tanto, fue correcto que la Ministra instructora no reconociera la 

legitimación a la Universidad recurrente en el auto impugnado, ya que 

no se encuentra en alguno de los supuestos del artículo 105, fracción I, 

de la Constitución Federal. 

 

  

35. En similares términos la extinta Segunda Sala de este Alto Tribunal 

resolvió los diversos recursos de reclamación 44/2024-CA15 23/2017-

CA16, 53/201817 y 400/202318. 

 

36. En consecuencia, lo procedente es declarar infundado el recurso de 

reclamación y confirmar el acuerdo recurrido. 

 
15 Resuelto por la Segunda Sala el tres de julio de dos mil veinticuatro, por 

unanimidad de cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María 
Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Presidente 
Alberto Pérez Dayán (ponente). 
16 Resuelto por la Segunda Sala el diecisiete de mayo de dos mil diecisiete, por 
unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek (ponente), José Fernando Franco González Salas y Presidente 
Eduardo Medina Mora Icaza. Ausente la señora Ministra Margarita Beatriz Luna 
Ramos. 
17 Resuelto por la Segunda Sala el veintinueve de agosto de dos mil dieciocho, por 
mayoría de cuatro votos de los señores Ministros Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Presidente 
Eduardo Medina Mora Icaza (ponente). El señor Ministro Javier Laynez Potisek 
emitió su voto en contra. 
18 Resuelto por la Segunda Sala el catorce de febrero de dos mil veinticuatro, por 
mayoría de tres votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales (Ponente), Javier 
Laynez Potisek y Presidente Alberto Pérez Dayán. Las Ministras Yasmín Esquivel 
Mossa y Lenia Batres Guadarrama emitieron su voto en contra. 
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VI. DECISIÓN 

 

Por lo expuesto y fundado, se resuelve: 

 

PRIMERO. Es infundado el recurso de reclamación. 

 

SEGUNDO. Se confirma el acuerdo recurrido. 

 

Notifíquese; haciéndolo por oficio a las partes, devuélvase el 

expediente a la Sección de Trámite de Controversias Constitucionales 

y de Acciones de Inconstitucionalidad para los efectos legales a que 

haya lugar y, en su oportunidad, archívese como totalmente concluido. 

 

EN TÉRMINOS DE LO PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 110 Y 113 

DE LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA; ASÍ COMO EN EL ACUERDO GENERAL 

11/2017, DEL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 

LA NACIÓN, PUBLICADO EL DIECIOCHO DE SEPTIEMBRE DE 

DOS MIL DIECISIETE EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN, 

EN ESTA VERSIÓN PÚBLICA SE SUPRIME LA INFORMACIÓN 

CONSIDERADA LEGALMENTE COMO RESERVADA O 

CONFIDENCIAL QUE ENCUADRA EN ESOS SUPUESTOS 

NORMATIVOS. 

 


